
Ell la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, a los 2 dias del mes de junio

de~" (J, se reúnen en acuerdo los jueces integrantes de la Sala 11de la

Cflfllara de Apelaciones en lo Penal, Contravencional y de Faltas, los Ores.

I'ablo B¡¡cigalupo y Marcela De Langhe para resolver la presente c;¡usa.

Motiva la iirtervención de este tribunal el' recurso de ;¡pelación

Illtülpuesto por la defensa a fs. 881/900 vt;¡. contra la resolución de fs. 852/866,

1'01 Illf!dio de la cual se decidió: "/. NO HACER LUGAR al pedido do nulidad

,,/alltoado por la defensn (a/t. 71 CPP) , /1. NO HACER LUGAR al pedido de

/I/I;rJlIs/iluG/ollnlidad del mt. 6 de la ley 24.769, 111.NO HACER LUGAR a la

OXCO/lCIÓIl de manifiesto defecto en la pretensión por atipicidad inte/puesta (mt.

195 il/c. "c" del CPP), IV. NO J-IACER LUGAR a la excepción de amnistia
II/tcrrrmsta por la defensa (art. 195 jnc. "o" del CPP)".

Eóncuanto a los fundamentos esa p<Jrteconcretamente sostuvo:

1.En primer lugar que las intimaciones de pago cursadas a su defendido

fllf)[on a lHl domicilio diferente del fiscal en los términos del arto 21 y 23 del

Códi!Jo Fisc<J1de CASA. Agregó que el juez de grado habia efectuado un

an;íli~;is parcial de la cuestión, omitiendo la propia constancia de fs. 79 en la

qLJ(' (,1 domicilio sito en la calle Achával 425 figura con la leyenda "no

cOl/filll/acJo" y, en cambio, luce declarado como fiscal, el ubicado en California

10G7 Entendió que al haberse cursado las notificaciones al primero eleellos se

vllllleró el derecho de defensa en juicio. Por lo demás, también cuestionó la

IlInxisillllcia de determinación de deuda.

11En segundo término postuló la inconstitucionalidad del arto6° de la ley

24.'1G9 (modificada por ley 26.735) pues consideró que la pena que establece



resulta desproporcionada Y vulnera el principio de igualdad. A esa conclusión

arribó a partir de comparar esa figura con la prevista en el art. 7 de la leYQllc

prevé igual pena pese a que, a su criterio, se trataria de un delito m{ls ~Jrav,)

En este sentido sostuvo que, a quien engaña al fisco deliberadallH.:n!<],

mediante falsas aseveraciones por una suma que asciende al doble, se le

impone idéntica sanción que a quien de manera tardía efectuó los pagos

voluntariamente, por la mitad de los montos, sin falsear información alguna -

A su vez alegó que esa norma importaría una "doble imposición" pues el

mismo tipo penal reprime dos acciones diferentes y excluyentes: la de retener y

la de percibir, lo que también la tornaría inconstitucional.

111.En tercer lugar la defensa señaló que los hechos atribuidos a :;us

asistidos serían manifiestamente atipicos en virtud de la evidento ausoncia de

dolo. Para argumentar lo expuesto sostuvo que los encartados nunca tuvimon

ánimo de lucro, corno así tampoco obtuvieron rédito económico o patrimollial y

los pagos fueron efectuados de manera espontánea. En otro orden dc ¡;j(;.IS,

agregó que las reglas de interpretación del derecho penal tributario indican "la

posible existencia de un error oxcusable" y que "[mp dofendido SIC!IIlIJlO

consideró que la eventual aplicación do la pena que se intuuta apl/Cil/te

conformo [el} tipo penal establecido en los términos del arto 6 de la loy 2,1.769

rosulta de la conducta separada entre retener conforme certificado efc I/Itonc/ón

emitido o por la de percibir como conducta disociada y no aculllulativa (lado

que nace de dos acciones absolutamente diferentes". Asimismo, señaló que el

Ministerio Público Fiscal no había investigado respecto de los gastos corrientes

de mantenimiento de la empresa Y sólo se había enfocado en los ingreso:; '{ CII

la facturación. Para finalizar indicó que el tipo penal sólo podia ser interpldado

entendiendo que la situación generadora del deber de actuar, por un ¡<ldo era la

de retener, o por el otro la de percibir, un monto superior a los $40.000

mensuales, lo que impediria sumar importes inferiores y de distintos or iqen,,:;

para alcanzar esa suma.
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IV. En último lugar entendió que resultaría procedente la excepción de

dtTt-m;tia prevista por el inc. Ue" del art. 195 CPP en razón de encontrarse

llxtinuuid<l por pago la acción. Sostuvo que la existencia de denuncias

ó¡dnllnistmtivas y/o judiciales no notificadas al contribuyente no resultan

conlmdictorias con el concepto de pago espontaneo, y por ello correspondía la

aplicación de lo previsto por el alt. 16 de la ley 24.769.

Por su parte, la fiscal de cámara contestó la vista que /e fue conferida a

ts 018/924. En dicha oportunidad consideró que el recurso era admisible

Il)s~;ecto dI) las excepciones por manifiesta atipicidad y amnislia, pero no lo era

en 1(!lación con los planteas de nulidad e inconstitucionalidad. De todos modos,

pólra el caso de que el impedimento señalado fuera sorteado, la representante
<ll!1Mirllsteno PIJblico Fisc<ll indicó:

i) Que la nulidad articulada no podía prosperar en tanto la firma

illv"".tiunda recién modificó su domicilio fiscal ante la AGIP con posteriorid<ld a

la iil'.[Trrencia de los hf!chos investigados y a las intimaciones cursad<ls por el

fl!;co, resultando v<ílido a los efectos tributarios en esos momentos el de la calle

I\d,ilVnl 45;:>. I\gregó que las gestiones efectuadas por la empresa ante el

()1[1'lIlISIllO nacional no poseen <lptitud alguna para modificar la consignación

d'" domicilio le[pl en materia de obligaciones tributarias loca/es, por lo que las

Ilotlflcaciones aqui cuestionadas poseen plena valídez. Ello sin perjuicio de que

ólquéil;)s son irrelevantes a efectos de la configuración del ilicito en tanto no se

mqlii(;¡:e interpelación alguna por parte del fisco.

I\demas, puso de manifiesto que la determinación de oficio tampoco es

ulla exinencia del delito, por lo tanto la inexistencia de ese acto carece de

Idr ,vallt:ia, y que, de todos modos, en el caso el monto bajo an<'llisis surge de

I;¡ propia declaración jurada de la empresa y no se discute si esta

COI rect<lITH~f1t(~cuantificada la oblinación tributaria. Finalmente señaló que el

¡lit 1!scJe la LP r establece que "en aquéllos casos en que no corresponda la

r/olonllinación administrativa de la deuda se formulara de inmediato ta

POllfllO/lto denuncia tina vez formada la convicción administrativa de 1<1



presunta comisión del hecho ilicito" y la AGIP, de conformidad con lo expuesto,

fundó su convicción en los dictámenes de fs. 52/54,259/263 Y 501/504.

ii) En cuanto a la inconstitucionalidad la fiscalia señaló que la calificación

legal era provisoria y, por tanto, el planteo prematuro. Sin perjuicio de ello

agrc!jó que el recurrente no habia realizado un análisis sistematico del ré!Ji;.,-i-Hl

penal tributario. Por lo demás hizo notar que más allá de la confusa expo~;ic,ón

efectuada por la parte, de la simple lectura de la norma se adverlía que lo

reprimido consiste en no depositar -total o parcialmente- las sumas retenidas o

percibidas. Destacó que la comparación con la ¡¡!jura prevista por el élr!. '( de 1;1

LPT tampoco podría sustentar la declaración de inconstitucionalidud -P''.es

desconoce abiertamente los múltiples lactore~; que rodean lu sanción de una Y

otra conducta. Precisó que la doctrina especializada suele advertir cil.lllo

paralelismo entre los mis. 1" Y 7" y, por otro lado entre los mts. 6° y 9°, pero no

entre el 6° y 7" de la LPT.
jii) Respecto del planteo de excepción por manifiesta ulipicidacl, 1;1

representante del Ministerio Público Fiscal sostuvo que los argumenlos

expuesto~; vinculados al elemento subjetivo demandado por el delilo imp'llacJo

exceden notoriamente el marco acotado de esta via en t¡¡nto se slls\enr.:'Ti'T"'"n

cuestiones de hecho que deberán acreditarse en el debate. Agregó qU(' no

resulta una exigencia normativa el {mimo de lucro, como asi tampoco :;c

requiere la verificación de ardid o engaño. Por lo deméis, Ilizo nolar qlHl 1;1

calidad especial y las consecuencias juridicas que se deducen de la aclu<lcrón

del agente de recaudación en lo atinente al cumplimiento de las obliga"" "lW:;

tributarias en nada se modifican, sea que se trale de una percepción o

retención en tanto lo que se reprime es la falta de ingreso oportuno de la';

sumas oblenidas, y citó jurisprudencia en ese sentido. Finalmente sefialc'l que

el error excusable ale!jado y el modo en que la firma lleva adelan\n Sil

contabilidad resultan cuestiones propias de la etapa de juicio.

iv) Por (¡Itimo, en cuanto a la excepción de amnistía, la fisc;)1 pu~;o de

manifiesto que aquélla fue fundada en la extinción de la acción penal por p,lgO,

r
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¡»:ln!1110que evidentemente,no se halla contemplado en la causal invocada. Sin

pel/ulClo de ello sostuvo que la procedencia de ésta última dependia de la

prolJ:1n/<lincuestionable del efectivo abono sin que haya mediado intervención

del fisco, lo que requiere la verificación de cuestiones de hecho que ameritan la

;lppilírra del juicio. Aflregó que el instituto del arto 16 de la LPT no resulta

¡'plicable pues aquél se ha previsto únicamente para los casos de evasión

,,,tHltinia o previsional; y por lo demás, en este supuesto el pago no ha
wsultado voluntario.

Por su parte, el defensor respondió el traslado a fs. 927/930,

IlIantl'niendo el recurso interpuesto, por los motivos alli expuestos.

- "(;UI1lplidos los pasos y pla:ws pertinentes, los autos se encuentran en
condicione!; de ser resueltos.

y CONSIDERANDO:

1.Admisibilidad

l.<l vía recursiva cumple con los recaudos subjetivos y objetivos que

habilitan su procedencia, pues la parte apelante cuenta con legitimidad para su

deducción, presentó su escrito en tiempo y forma y, en el cuso de las

l)XC'lpClonesde manifiesta atipicidild y de amnistia, el pronunciamiento contra

,,1el'<l1diri!)e es expresamente apelable (alis. 198 y 279 CPPN), mientras que

I"speclo del pl<.lIlteo de nulidad y de inconstitucionalidad, podria causar-.-
WilVillllell irreparable (art. 279 CPP).

JI.El planteo de nulidad

[n lo que a este punto respecta la defensa entendió que correspondía

dict~11Ji] nulidad de todo lo actuado pues las notificaciones efectuadas en su

IJlOITlentopor la I\GIP habrian sido cursadas a un domicilio qUE?no sería el

fise;,1 I"or lo demás, esa parte también cuestionó que el oruanísmo recaudador



hayn efectuado denuncin penal pese a no haberse renlizado en el

procedimiento administrativo la determinación de deuda.

Sobre el particular cabe mencionar que en materia de nulidades prlln;¡

un criterio de interpretación restrictiva y sólo corresponde anulm la:;

actuaciones cuando el vicio afecta un derecho o interés legitimo y causa t111

perjuicio irreparable, sin admitirlas cuando no existe una finalidad prúdica, qllo

es razón ineludible de su procedencia. La nulidad exige, como pre:;lIpucsto

esencial, que el acto impugnado tenga trascendencia sobre la garal1lia~~ la

defensa en juicio o se traduzca en la restricción elealgún otro derecho. \.l() oliO

modo, la sanción de nulidad apareceria respondiendo a un formalismo ";H;lo,

en desmedro de la idea de justicia y de la pronta solución de las caUS3S,()11lo

que también está interesado el orden público (C.S.J.N., [3. 56 XXXIV, "Bianchi,

Guillermo Osear s/ defraudación", rta. TlI05/2002, citado por esta Sala en la c.

5611-00-CC/2007, "Gonzáiez, Carlos Martin :>/ infr. art. 61 y 52 de la ley 1'ITI

Apelación", rta. 27/1'1/2007;entre muchas otras).
Sentado lo expuesto en primer lugar corresponde indicar que d(l la

documentadón obrante a fs. 832 surge que la firma Blucear S/\ Illoclllicú d

domicilio fiscal ante la AGIP con fecha 21 de julio de 20'15 y que, h3SI;\ C:';I

fecha, era el sito en la calle Acl1ával 42~, de modo que las nol1ficacIOIIC:;

efectuadas a 3quél resultan plenamente válidas. En este sentido la CS,IN l1cn()

dicho que "[e]1domicilio fiscal denunciado ante las auioriciados a"ll/llJisl"!.!!V;J';

tielJe, por in/po¡jo legal, los efecios propios del domicilio cO/lslitll/du, ilJe/IISO (]1I

el ámbito judicial" (Fallos 289:89).
Sin perjuicio de ello, lo cierto es que tal como lo sostuvo la reprc:,enlanle

del Mini~;terioPúblico Fiscal, a efectos de la configuración del delito objlllo de

esta causa, las notificaciones realizadas por (jI organismo rec<Judadorcarecen

de relevancia en tanto no se requiere interpelación alguna por parte delli~,GO

Por lo demás, cabe señalar que el cuestionamiento vinculado a la

ausencia de determinación de deuda t<Jrnpocopuede prosperar CIl t;'nto

aquella no resulta ser un requisito indispensable. Nótese que en el ca~;o<I'''~

"
r
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nos ocupa la cuantificación de ~onto surge de la declaración efectuada por el

propio contribuyente, sin que tal extremo haya sido cuestionado. Al respecto se

debe destacar que es el arto 18 de ley 24.769 -como hicieron notar el a qua y la

fiscal- el que establece en su segundo párrafo que "[e]n aquellos casos en que

no corresponda la determinación administrativa de la deuda se formulará de

inmediato la pertinente denuncia, una vez formada la convicción administrativa

de la presunta comisión del hecho ilicito".~-
Por lo expuesto el planteo de nulidad realizado por la defensa no tendrá

favorable acogida.

111. El planteo de inconstitucionalidad

En la presente causa la defensa postuló la inconstitucionalidad del arto6°

de la ley 24.769 (modificada por ley 26.735) -calificación legal asignada a los

hechos imputados-o Para ello esa parte alegó que la pena prevista por aquél

seria desproporcionada y vulneraría el principio de igualdad, pues la

comparación de esa figura con la prevista en el arto 7 de la misma ley,

advertiria que existe una equivalencia en la sanción pese a que, a su criterio,

ésta última configuraria un ilícito de mayor gravedad. Por lo demás, agregó de

manera confusa, que el delito que nos ocupa importaria una doble imposición

pues el mismo tipo penal sanciona dos acciones diferentes: la de retener y la
depercibir.

Dicho esto, en primer lugar cabe recordar que es doctrina de nuestro

máximo tribunal que la declaración de inconstitucionalidad de un precepto de

jerarquía legal constituye la más delicada de las funciones susceptibles de

encomendarse a un tribunal de justicia y configura un acto de suma gravedad

que debe ser considerado como última ratio del orden jurídico; por lo que no

cabe formularla sino cuando un acabado examen del precepto conduce a la

convicción cierta de que su aplicación conculca el derecho o la garantía

constitucional invocados. En este sentido se ha pronunciado la CSJN en Fallos

329:5567, 330:2255, 330:855, entre otros.



Sentado lo expuesto corresponde adelantar que el planteo no puede

prosperar pues el recurrente no ha efectuado un análisis acabado de la norma

que cuestiona y mucho menos ha demostrado la desproporción en la sanción

prevista por aquélla. En este sentido cabe indicar que la figura legal que nos

ocupa reprime, como su denominación lo indica, la apropiación indebida de

tributos. Lo expuesto ya evidencia que, contrariamente a lo pretendido por el

apelante, la conducta sancionada no consiste en el mero incumplimiento dt..+--

pago de una deuda en el término previsto.

En efecto, el sujeto activo del delito en cuestión -esto es, quien ostenta

el rol de agente de retención o percepción- en virtud de una disposición legal,

se encuentra obligado a custodiar y a depositar" ... dentro de los diez (10) dias

hábiles administrativos de vencido el plazo de ingreso, el tributo retenido o

percibido". De lo expuesto se deriva que el agente no podría someter lo

retenido o percibido a riesgos ajenos a los de la mera y correcta custodia; y en

caso contrario, si lo hiciera, incumpliría su rol'.

El hecho de que este tipo penal no requiera ardid o engaño no implica

per se que la conducta reprimida por aquél sea menos grave que la prevista en

el arto 7 de la ley 24.769 (modificada por ley 26.735), como pretende la

defensa.' De seguirse el razonamiento de esa parte, el delito de administración

fraudulenta (art. 173, inc. 7, CP) -que no requiere ardíd o engaño-, tendría m',rr
pena desproporcionada pues la estafa (art. 172, CP) -que sí los requíere- se

encuentra conminada con la misma sanción. Sín embargo ello es así.

Mucho menos es atendible el argumento alegado consistente en que

mismo tipo penal reprime dos acciones diferentes y excluyentes. De ser así,

como precisó la fiscal, se llegaría al absurdo de sostener que el delito previsto

por el arto 173, ínc. 7, CP seria inconstitucional en tanto, a modo de ejemplo, el

administrador infiel puede afectar el patrimonio confiado por acciones diversas.

I GI. Orce, Guillermo, Trovato, Gustavo F., Delitos Tributarías. Estudio analítico del
régimen penal de la Ley 24.769, Abeledo Perrot, 2008, p. 147.
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Por lo demás, agregar que la CSJN ha tenido oportunidad de

expedirse sobre los requisitos tipicos de la norma cuestionada y no ha

efec1l.'ado observación alguna en cuanto a su constitucionalidad (Fallos

320:2271 ).

En este sentido también se ha expresado la Cámara Nacional de

Apelaciones en lo Penal Económico, al sostener que ".../a apropiación indebida

de tributos es un delito de omisión, en el cual la situación típica generadora del

deber de actuar se encuentra constituida por la conducta del agente de

retención -en cuanto se relaciona con este caso- y la constitución del hecho

típico sancionado por la norma se produce por la omisión de depósito ... En

consecuencia, la interpretación efectuada por el recurrente en cuanto equipara

la actuación como agente de retención de tributos y la posterior omisión de

depósito de los tributos retenidos a un tercero con la simple falta de pago de

una deuda tributaria, no es aceptable. Por lo tanto, el planteo de

inconstitucionalidad del arto 6° de la ley 24.769, efectuado por aquella parte, no

prosfn¡:ará." (CNPE, Sala B, expediente n° 53.729, "Incidente de nulidad

interpuesto por la defensa, en causa AGUILAR, JOSÉ SI APROPIACiÓN

INDEBIDA DE TRIBUTOS", rta. 02/02/2006).

En razón de lo señalado precedentemente se impone confirmar la

resolución apelada en cuanto no hizo lugar al planteo de inconstitucionalidad

del arto6° de la ley 24.769 (modificada por ley 26.735).

IV. La excepción por manifiesta atipicidad

La defensa consideró que los hechos atribuidos a sus asistidos

resultarian manifiestamente atipicos por distintos motivos. Antes de analizarlos

corresponde señalar que en reiteradas oportunidades sostuvimos que la

aplicación del instituto de excepción se restringe a aquellos casos en los que la

atipicidad o la inexistencia de un hecho penalmente relevante surge en forma

paten'.~(causa n° 4081-00-CC/2008, "Suvia, Mariano Gastón s/infr. arto 189 bis

C.P.", rta.: 15/7/2008; causa n° 32499-01-CC/2008, "Cairat, Nora slinfr. arto 149
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bis C.P.", rta.: 30/9/2009; causa n° 14625-00-CC/2009, "Antas, Douglas

Germán Ángel s/infr. arto 183 C.P.", rta.: 09/10/2009; causa n° 39563-00-

CC/2009, "Responsable Hogar del Huerto s/ infr. arto106 C.P.", rta.: 25/8/2011;

causa n° 56142-02-CC/2010 "Incidente de apelación en autos Meta, José s/infr.

arto 1, Ley 13.944", rta.: 05/03/2012 y causa n° 50474-00-CC/2010, "Cordero,

Raúl Edmundo s/infr. arto1, Ley 13.944", rta. 19/03/2012, entre muchas otras).

De acuerdo con la previsión expresa del arto 195, inc. e, CPP, la

excepción articulada se basa en un "manifiesto defecto en la pretensión por

atipicidad (.. .) respecto de la conducta descripta en el decreto de determinación

de/ hecho o en el requerimiento de juicio". Esto significa que ya el hecho por el-~
cual el fiscal lleva adelante el proceso debe resultar palmariamente atipico, lo

cual no ocurre aquí.

En efecto, en este caso, la defensa alegó diversas cuestiones de manera

desordenada; algunas vinculadas al tipo subjetivo, otras al tipo objetivo e

incluso también atinentes a la antijuridicidad, a la culpabilidad, o a la punibilidad

pero ninguna de ellas evidencia de manera patente la atipicidad pretendida.

En este sentido es preciso hacer notar que el recurrente por momentos

confunde el dolo con un elemento subjetivo distinto de aquél: el ánimo de lucro

y llega a la conclusión de la ausencia del primero en razón de alegaciones

vinculadas al segundo, cuando además lo cierto es que el tipo penal que nos

ocupa no exige ese elemento subjetivo por lo que lo expresado por el apelante

con relación a ello carece de relevancia. Sobre el particular se ha pronunciado

la CSJN en fallos 320:2271. --"-
Por lo demás, en cuanto a que el tipo penal sólo puede interpretarse

entendiendo que la situación generadora del deber de actuar es la de retener o

por otro lado, la de percibir al menos $40.000 mensuales, lo que impediria

sumar importes inferiores y de distintos origenes, cabe señalar que el monto

indicado configura una condición objetiva de punibilidad (en este sentido se ha

pronunciado la Cámara de Apelaciones en lo Penal Económico, Sala B,

caratulada Molino Nuevo SA sobre infracción ley 24.769, expte. CPE
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703/2009/3/CA 1, rta. 23102/15. En la misma linea se han manifestado Villegas,

Héctor Belisario, Régimen Penal Tributario, Tercera Edición, La Ley, p. 329 Y

Riquert, Marcelo A., Código Penal y normas complementarias. Análisis

doctrinal y jurisprudencial, Dirección: Baigún, David y Zaffaroni, Eugenio Raúl,

coordinación: De Langhe, Marcela y Terragni, Marco A., Hammurabi, p. 440).

Lo expuesto hace improcedente la via intentada.

Finalmente, tampoco son idóneas para poner en tela de juicio la tipicidad

de la conducta, como requiere esta incidencia, las alegaciones vinculadas a la

antijuridicidad (como ser la posible existencia de una causa de justificación _

estado de necesidad-) o a la culpabilidad (como lo sería la verificación de un

error acerca del alcance de la norma), sin perjuicio de que hacen a cuestiones

de hecho y prueba ajenas a esta excepción.

--Por lo mencionado precedentemente se impone confirmar el rechazo del

planteo de manifiesta atipicidad.

V. La excepción de amnistía

En último lugar, la defensa entendió que resultaría procedente la

excepción de amnistía prevista por el inc. "e" del arto 195 CPP en razón de

encontrarse extinguida por pago la acción. Indicó que la existencia de

denuncias administrativas ylo judiciales no notificadas al contribuyente no

resultan contradictorias con el concepto de pago espontáneo y, por ello, sería

aplicable el arto16 de la ley 24.769.

Sobre el particular cabe destacar que el recurrente no fundamentó la

procedencia de la excepción prevista por el inc. "e" del arto 195 CPP, lo que ya

justificaria su rechazo. Sin perjuicio de ello, se debe señalar que el arto 16 de la

LPr~'Stablece que "[e]/ sujeto obligado que regularice espontáneamente su

situación, dando cumplimiento a las obligaciones evadidas, quedará exento de

responsabilidad penal siempre que su presentación no se produzca a raiz de

una inspección iniciada, observación de parte de la repartición fiscalizadora o

denuncia presentada, que se vincule directa o indirectamente con él".

•••• '> .•••
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Al respecto se ha dicho que "...es condición que la presentación no se

produzca a causa de una inspección iniciada, observación de parte de la

repartición fiscalizadora o denuncia penal que se vincule directa o
indirectamente con el responsable" (Villegas, Héctor Belisario, ob. citada, p.

217. En el mismo sentido se ha expresado Riquert, Marcelo A., ob. citada., p.

529). En el caso que nos ocupa ello no ha ocurrido de esa forma.

Por lo expuesto y habiendo concluido el acuerdo, el tribunal

RESUELVE:

Tómese razón, n

autos y oportunamen

. ' ~ 7 -~
NOTA: deja constancia de que el Dr. F (¡~Bosch no suscribe la

presente por !Jhcontrarse en uso de lice?~ia. C n (1/--

Ante mí:

1. CONFIRMAR la resolución recurrida de fs. 852/866, por la que se

decidió no hacer lugar al pedido de nulidad planteado por la defensa, no hacer

lugar al planteo de inconstitucionalidad del arto 6 de la ley 24.769 (modificada

por ley 26.735), no hacer lugar a la excepción de manifiesto defecto en la

pretensión por atipicidad interpuesta (art. 195, inc. c, CPP), y no hacer lugar a

la excepción de amnistia (art. 195, inc. e, CPP).

11.TENER PRESENTE la reserva formulada (fs. 900, punto V).
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